
INSTRUCCION DE DERECHOS BASICOS CONFORME A LA 
LEY 4/2015 DEL ESTATUTO DE LA VICTIMA

• Derecho a que todas las comunicaciones orales o escritas, se harán en un lenguaje 
claro, sencillo y accesible, de un modo que tenga en cuenta sus características 
personales y,  especialmente, las necesidades de las personas con discapacidad 
sensorial, intelectual o mental o su minoría de edad. Si la víctima fuera menor o 
tuviera la capacidad judicialmente modificada, las comunicaciones se harán a su 
representante o a la persona que le asista.

• Derecho a  la asistencia o apoyos necesarios para que pueda hacerse entender 
ante ellas, lo que incluirá la interpretación en las lenguas de signos reconocidas 
legalmente y los medios de apoyo a la comunicación oral de personas sordas, con 
discapacidad auditiva y sordociegas.

•  Derecho a estar acompañada de una persona de su elección desde el  primer 
contacto  con  las  autoridades  y  funcionarios,  durante  la  práctica  de  aquellas 
diligencias en las que deban intervenir, salvo que motivadamente se resuelva lo 
contrario por el funcionario o autoridad encargado de la práctica de la diligencia 
para garantizar el correcto desarrollo de la misma.

•  Derecho a denunciar y, en su caso, el procedimiento para interponer la denuncia y 
derecho  a  facilitar  elementos  de  prueba  a  las  autoridades  encargadas  de  la 
investigación.

•  A obtener una copia de la denuncia, debidamente certificada.

•  A la  asistencia  lingüística  gratuita  y  a  la  traducción  escrita  de  la  copia  de  la 
denuncia presentada, cuando no entienda o no hable ninguna de las lenguas que 
tengan carácter oficial en el lugar en el que se presenta la denuncia.

•  Derecho  a  recurrir   ante  el  Juez  de  instrucción  la  decisión  de  no  facilitar 
interpretación  o  traducción.  Este  recurso  se  entenderá  interpuesto  cuando  la 
persona  afectada  por  la  decisión  hubiera  expresado  su  disconformidad  en  el 
momento de la denegación.

• Procedimiento  para  obtener  asesoramiento  y  defensa  jurídica  y,  en  su  caso, 
condiciones en las que pueda obtenerse gratuitamente.

•  Posibilidad de solicitar medidas de protección y, en su caso, procedimiento para 
hacerlo.

•  Indemnizaciones a las que pueda tener derecho y, en su caso, procedimiento para 
reclamarlas.

•  Procedimiento por medio del cual la víctima pueda ejercer sus derechos en el caso 
de que resida fuera de España.
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•  Recursos que puede interponer contra las resoluciones que considere contrarias a 
sus derechos

•  Datos de contacto de la autoridad encargada de la tramitación del procedimiento y 
cauces para comunicarse con ella.

•  Derecho a un período de reflexión en garantía de los derechos de la víctima.  Los 
Abogados y Procuradores no podrán dirigirse a las víctimas directas o indirectas de 
catástrofes,  calamidades  públicas  u  otros  sucesos  que  hubieran  producido  un 
número  elevado  de  víctimas  que  cumplan  los  requisitos  que  se  determinen 
reglamentariamente y que puedan constituir  delito,  para ofrecerles sus servicios 
profesionales hasta transcurridos 45 días desde el hecho. Esta prohibición quedará 
sin efecto en el caso de que la prestación de estos servicios profesionales haya 
sido solicitada expresamente por la víctima.

•  Derecho a que se reciba declaración a las víctimas, cuando resulte necesario, sin 
dilaciones injustificadas y el  menor número de veces posible, y únicamente cuando 
resulte estrictamente necesario para los fines de la investigación penal.

•  Derecho a que los reconocimientos médicos de las víctimas solamente se lleven a 
cabo  cuando  resulten  imprescindibles  para  los  fines  del  proceso  penal,  y  se 
reduzca al mínimo el número de los mismos.

•  Derecho a que se adopten, de acuerdo con lo dispuesto en la Ley, las medidas 
necesarias para proteger la intimidad de todas las víctimas y de sus familiares y, en 
particular, para impedir la difusión de cualquier información que pueda facilitar la 
identificación de las víctimas menores de edad o de víctimas con discapacidad 
necesitadas de especial protección.

•  Que  se  les  reciba  declaración  en  dependencias  especialmente  concebidas  o 
adaptadas a tal fin. 

•  Que se les reciba declaración por profesionales que hayan recibido una formación 
especial para reducir o limitar perjuicios a la víctima, o con su ayuda.

•  Que todas las tomas de declaración a una misma víctima le sean realizadas por la 
misma persona, salvo que ello pueda perjudicar de forma relevante el desarrollo 
del proceso o deba tomarse la declaración directamente por un Juez o un Fiscal.

•  Medidas que eviten el contacto visual entre la víctima y el supuesto autor de los 
hechos, incluso durante la práctica de la prueba, para lo cual podrá hacerse uso de 
tecnologías de la comunicación.
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